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“REMAC 4
ACTIVIDADES MARÍTIMAS

(…)
PARTE 5

ASUNTOS HIDROGRÁFICOS, BATIMÉTRICOS, OCEANOGRÁFICOS, 
METEOROLÓGICOS Y CIENTÍFICOS

(…)
TÍTULO 3

DEL ESQUEMA DE CARTOGRAFÍA NÁUTICA NACIONAL (ECNN)
Artículo 4.5.3.6. Esquema de Cartografiá Náutica Nacional vigente. Adóptase la 

cuarta actualización del Esquema de Cartografía Náutica Nacional (ECNN), el cual hace 
parte integrante del presente título.”

Artículo 2°. Incorporación. La presente Resolución modifica el Título 3 de la Parte 
5 del Reglamento Marítimo Colombiano -REMAC 4: “Actividades Marítimas” y lo 
dispuesto en ella se entiende incorporado, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° de 
la Resolución DIMAR número 135 del 27 de febrero de 2018.

Artículo 3°. Vigencia. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación 
en el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de enero de 2022.
El Director General Marítimo (e),

Vicealmirante José Joaquín Amézquita García.
(C. F.).

Ministerio de Salud y Protección 
Social

Decretos

DECRETO NÚMERO DE 209 DE 2022

(febrero 8)
por el cual se modifican los artículos 3° y 12 del Decreto 2154 de 2019, en el sentido de ampliar 
los plazos para que las entidades territoriales presenten la última certificación de deuda e 

incorporen los recursos de cofinanciación en sus presupuestos.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial, de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 
de la Constitución Política, en concordancia con lo previsto en los artículos 238 de la Ley 
1955 de 2019 y 130 de la Ley 2159 de 2021 y,

CONSIDERANDO:
Que la Ley 1955 de 2019 “por la cual se expide la Ley del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022: Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, al tenor de lo dispuesto en el 
artículo 238, definió las reglas para el saneamiento definitivo de las cuentas de servicios y 
tecnologías en salud no financiadas con cargo a la UPC del régimen subsidiado prestados 
hasta el 31 de diciembre de 2019.

Que en desarrollo de lo anterior, se expidió el Decreto 2154 de 2019 en el que se 
establecieron los términos y condiciones para la evaluación del esfuerzo fiscal de las 
entidades territoriales, a fin de determinar el monto de la cofinanciación de la Nación y 
las reglas para el giro de los respectivos recursos, previendo en el artículo 12 que “La 
incorporación de los recursos de cofinanciación en el presupuesto de la entidad territorial 
deberá efectuarse en un término no mayor a 30 días calendario contados a partir del giro 
efectuado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.”

Que el artículo 21 del Decreto Legislativo 538 de 2020, expedido en desarrollo del 
Estado de Emergencia Social, Económica y Ecológica declarado mediante el Decreto 
417 de 2020, modificó el artículo 238 de la Ley 1955 de 2019 y extendió la autorización 
otorgada al Gobierno nacional para realizar operaciones de crédito con el propósito antes 
señalado hasta la vigencia 2021.

Que el artículo 3° del Decreto 2154 de 2019, modificado por el Decreto 1812 
de 2020, determinó que el plan de saneamiento se efectuará por fases, en la que cada 
entidad territorial definirá e informará las fechas de corte en las que adelantará el proceso 
de auditoría por concepto de servicios y tecnologías no financiadas con cargo a la UPC 
del Régimen Subsidiado, así como la fecha en la que se presentará cada una de las 
certificaciones establecidas en la norma para la evaluación del esfuerzo fiscal por parte de 
la Nación, fijando el 30 de septiembre de 2021 el plazo máximo para la presentación de la 
última certificación de deuda por parte de la entidad territorial, con el propósito de cumplir 
los requisitos para acceder a la cofinanciación de la Nación.

Que la Ley 2159 de 2021 “por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recurso de 
capital y Ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 
2022”, dispuso en el artículo 130 que, para cofinanciar el pago de las deudas por concepto 
de los servicios y tecnologías en salud no financiadas con cargo a la Unidad de Pago por 

Capitación (UPC) del régimen subsidiado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 238 de 
la Ley 1955 de 2019, se autoriza al Gobierno nacional a realizar operaciones de crédito 
durante el primer semestre de 2022, periodo en el cual las entidades territoriales deberán 
agotar de forma oportuna los trámites pertinentes.

Que el mencionado artículo 130 de la Ley 2159 prevé adicionalmente que “Las cuentas 
por servicios y tecnologías en salud no financiadas con cargo a la UPC del régimen 
subsidiado que por efectos de la suspensión del término establecido en el artículo 21 
del Decreto ley 538 de 2020, se encuentren pendientes de ser radicados ante la Entidad 
Territorial, deberán surtir dicho trámite a más tardar el 28 de febrero de 2022”, lo 
anterior, para que los departamentos y distritos logren realizar los procesos de auditoría, 
conciliación y reconocimiento de las sumas adeudadas, trámites que se encontraban 
suspendidos con ocasión de la pandemia ocasionada por el Covid-19.

Que teniendo en cuenta la extensión de la autorización otorgada al Gobierno nacional 
para realizar operaciones de crédito en el precitado artículo 130 de la Ley 2159 de 2021, se 
hace necesario ampliar el término previsto en el artículo 3° del Decreto 2154 de 2019 para 
la presentación de la última certificación de deuda por parte de las entidades territoriales 
con el propósito de acceder a la cofinanciación de la nación.

Que, de otra parte, conforme a los procesos presupuestales que tienen las entidades 
territoriales y las fechas en que sesionan las asambleas departamentales y concejos 
distritales, se hace necesario ampliar el plazo para la incorporación al presupuesto de los 
departamentos y distritos que requieran de los recursos de cofinanciación de la Nación 
para el saneamiento de las deudas certificadas, y en consecuencia se requiere modificar el 
artículo 12 del mencionado Decreto 2154 de 2019.

Que de conformidad con lo previsto en el numeral 8 del artículo 8° de la Ley 1437 de 
2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en 
concordancia con lo dispuesto en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Presidencia de la República, se publicó el proyecto del presente 
decreto y sus documentos soportes, para observaciones y comentarios de la ciudadanía en 
dos oportunidades, en una primera ocasión entre el 1° y el 15 de septiembre de 2021; y 
posteriormente entre el 18 y el 25 de noviembre de la vigencia 2021.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 3° del Decreto 2154 de 2019, modificado por el 
artículo 1° del Decreto 1812 de 2020, el cual quedará así:

“Artículo 3°. Plan de saneamiento por fases. Cada entidad territorial definirá e 
informará al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, así como al Ministerio de Salud y 
Protección Social el Plan de Saneamiento, indicando las fechas de corte (fases) en las que 
adelantará el proceso de auditoría por concepto de servicios y tecnologías no financiadas 
con cargo a la UPC del Régimen Subsidiado y la fecha en que presentará cada una de 
las certificaciones establecidas en este decreto para la evaluación del esfuerzo fiscal por 
parte de la Nación.

Para efectos de la cofinanciación por parte de la Nación el plazo máximo para la 
presentación de la última certificación de deuda por parte de las entidades territoriales 
será el 2 de mayo de 2022.

Para cada una de las fases del Plan de Saneamiento, la entidad territorial deberá 
remitir al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Ministerio de Salud y Protección 
Social las siguientes certificaciones, en los formatos que este último defina, las cuales 
deberán estar suscritas por el representante legal de la entidad territorial:

a)	 Deuda reconocida de acuerdo con el proceso de auditoría adelantado por la 
entidad territorial de los servicios y tecnologías no financiadas con cargo a la UPC 
del Régimen Subsidiado, a la fecha de corte (fase) de la información contenida en la 
certificación.

b)	 Pagos realizados como resultado del reconocimiento de la deuda por concepto 
de servicios y tecnologías no financiadas con cargo a la UPC del Régimen Subsidiado 
entre el 1° de enero de 2016 y la fecha de corte (fase) de la información contenida en la 
certificación.

c)	 Las fuentes de recursos disponibles para el saneamiento de la deuda reconocida 
de que trata el literal a) del presente artículo.

Parágrafo. En virtud de lo dispuesto en el artículo 130 de la Ley 2159 de 2021, las 
cuentas por concepto de los servicios no financiados con cargo a la Unidad de Pago por 
Capitación (UPC) del Régimen Subsidiado prestados hasta el 31 de diciembre de 2019, 
cuya presentación para cobro y/o recobro se suspendió a partir del 12 de marzo de 2020 
con motivo de la declaratoria de emergencia sanitaria por parte del Ministerio de Salud 
y Protección Social mediante la Resolución 385 de 2020, deberán ser radicadas ante las 
entidades territoriales a más tardar el 28 de febrero de 2022.”

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 12 del Decreto 2154 de 2019, el cual quedará así:
“Artículo 12. Plazo para la incorporación de los recursos de cofinanciación por 

parte de la entidad territorial. La incorporación de los recursos de cofinanciación en el 
presupuesto de la entidad territorial deberá efectuarse en un término no mayor a sesenta 
(60) días calendario contados a partir del giro efectuado por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público.”
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Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y modifica 
los artículos 12 y 3° del Decreto 2154 de 2019, este último modificado por el artículo 1° 
del Decreto 1812 de 2020.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.

Ministerio del Trabajo

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 4272 DE 2021

(diciembre 27)
por la cual se establecen los requisitos mínimos de seguridad para el desarrollo de trabajo en 

alturas.

El Ministro de Trabajo, en uso de sus facultades legales, especialmente las que confiere 
el literal a) del artículo 83 de la Ley 9ª de 1979, los numerales 9 y 10 del artículo 2°, los 
numerales 6 y 7 del artículo 6° del Decreto 4108 del 2011, las conferidas en los artículos 
56, 57 y 68 del Decreto ley 1295 de 1994, lo previsto en el Capítulo 6 del Título 4 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1072 de 2015, así como lo expuesto en el artículo 
348 del Código Sustantivo del Trabajo, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 25 de la Constitución Política de Colombia establece que el trabajo 

es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial 
protección del Estado; además determina que toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas.

Que el objetivo básico del Sistema General de Riesgos Laborales es la promoción de 
la salud ocupacional y la prevención de los riesgos laborales, para evitar accidentes de 
trabajo y enfermedades laborales.

Que conforme a lo previsto en los artículos 348 del Código Sustantivo del Trabajo; 
80, 81 y 84 de la Ley 9ª de 1979; 21 del Decreto ley 1295 de 1994; 26 de la Ley 1562 
de 2012, el 2° de la Resolución 2400 de 1979 y el Decreto Único Reglamentario 1072 
del Sector Trabajo, en los artículos 2.2.4.6.1 y 2.2.4.6.8, expedido por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, los empleadores son responsables de la seguridad y salud de 
sus trabajadores y de proveer condiciones seguras de trabajo.

Que el artículo 56 del Decreto 1295 de 1994, sobre la prevención de los riesgos laborales 
indica que, corresponde al Gobierno nacional expedir las normas reglamentarias técnicas 
tendientes a garantizar la seguridad de los trabajadores y de la población en general, 
en la prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Igualmente le 
corresponde ejercer la vigilancia y control de todas las actividades, para la prevención de 
los riesgos profesionales.

Que el Plan Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo 2013-2021, en una de 
sus líneas establece el fomento de la transversalidad de la seguridad y la salud en el 
trabajo en el conjunto de políticas públicas, cuya meta es avanzar en la protección social 
de los trabajadores, en el marco de una cultura preventiva articulada con las políticas 
públicas de seguridad y salud en el trabajo y planteó como objetivo específico disponer 
de instrumentos normativos actualizados sobre la salud de los trabajadores, teniendo en 
cuenta los convenios internacionales del trabajo pertinentes.

Que el trabajo en alturas está considerado como una tarea crítica debido a que las 
consecuencias de un accidente pueden ser graves o fatales.

Que, en virtud de lo anterior, se hace necesario establecer la presente resolución para 
definir los requisitos mínimos de seguridad para el desarrollo de trabajo en alturas.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
Objeto, Ámbito de Aplicación y Definiciones

Artículo 1°. Objeto. Establecer los requisitos mínimos de seguridad para el desarrollo 
de Trabajos en Alturas (TA), y lo concerniente con la capacitación y formación de los 
trabajadores y aprendices en los centros de entrenamiento de Trabajo en Alturas (AT).

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente resolución aplica a todos los 
empleadores contratantes, contratistas, aprendices y trabajadores de todas las actividades 

económicas que desarrollen trabajo en alturas, así mismo a las Administradoras de Riesgos 
Laborales y centros de capacitación y entrenamiento de Trabajo en Alturas (TA).

Parágrafo 1°. Se exceptúan de la aplicación de la presente resolución, las siguientes 
actividades:

1.	 Actividades de atención de emergencias y rescate.
2.	 Operaciones militares y policiales en acciones propias del servicio.
3.	 Actividades deportivas, de alta montaña o andinismo.
4.	 Desarrollo de actos lúdicos o artísticas.
5.	 Actividades realizadas sobre animales.
Para realizar las actividades mencionadas, se debe llevar a cabo un proceso de 

identificación de peligros, valoración de riesgos e implementación de controles, siguiendo 
estándares nacionales o internacionales, garantizando siempre la seguridad de las personas 
que realizan la actividad.

Parágrafo 2°. Si en el análisis de riesgo que realice el coordinador de trabajo en alturas 
o el responsable del Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST) 
de la empresa, se identifican condiciones peligrosas que puedan afectar al trabajador en 
el momento de una caída, tales como áreas con obstáculos, bordes peligrosos, elementos 
salientes, puntiagudos, sistemas energizados, máquinas en movimiento, entre otros, incluso 
en alturas inferiores a las establecidas en la presente resolución, se deberán garantizar las 
medidas de prevención y protección contra caídas necesaria para proteger al trabajador.

Artículo 3°. Definiciones. Para los efectos de la presente resolución, se aplican las 
siguientes definiciones:

Absorbedor de energía: Equipo que hace parte integral de un sistema de detención 
de caídas, cuya función es disminuir y limitar las fuerzas de impacto en el cuerpo del 
trabajador o en los puntos de anclaje en el momento de una caída.

Actividad o tarea no rutinaria: Actividad que no forma parte de la operación normal 
de la organización o actividad que la organización ha determinado como no rutinaria por 
su baja frecuencia de ejecución.

Actividad o tarea rutinaria: Actividad que forma parte de la operación normal de la 
organización, se ha planificado y es estandarizable.

Adaptador de anclaje: Un componente o subsistema que funciona como interfaz 
entre el anclaje y un sistema de detención de caídas, restricción, acceso o posicionamiento 
con el propósito de acoplar el sistema al anclaje.

Anclaje: Punto seguro fijo o móvil al que pueden conectarse adaptadores de anclaje 
o equipos personales de restricción, posicionamiento, acceso y/o de detención de caídas, 
capaz de soportar con seguridad las cargas aplicadas por el sistema o subsistema de 
protección contra caídas. Deben ser diseñados y aprobados por una persona calificada e 
instalados por una persona competente.

Arnés de cuerpo completo: Equipo de protección personal diseñado para contener el 
torso y distribuir las fuerzas de la detención de caídas en al menos la parte superior de los 
muslos, la pelvis, el pecho y los hombros. Es fabricado en correas debidamente cosidas 
y aseguradas entre sí, e incluye elementos para conectar equipos y asegurarse a un punto 
de anclaje. Debe ser certificado bajo un estándar nacional o internacionalmente aceptado.

Autocuidado: Se define como actitud y aptitud para realizar de forma voluntaria y 
sistemática actividades dirigidas a conservar la salud y prevenir accidentes o enfermedades.

Ayudante de seguridad: Trabajador autorizado, debidamente certificado, designado 
por el empleador para revisar las condiciones de seguridad en el sitio de trabajo y controlar 
el acceso a las áreas de riesgo de caída de objetos o personas.

Baranda: Barrera que se instala al borde de un lugar para prevenir la posibilidad 
de caída. Debe garantizar una capacidad de carga y contar con un travesaño de agarre 
superior, una barrera colocada a nivel del suelo para evitar la caída de objetos y un 
travesaño intermedio o barrera intermedia que prevenga el paso de personas entre el 
travesaño superior y la barrera inferior.

Capacitación: Es toda actividad a corto plazo realizada en una empresa o institución 
autorizada, con el objetivo de preparar el talento humano mediante un proceso en el cual el 
participante comprende, asimila, incorpora y aplica conocimientos, habilidades, destrezas 
que lo hacen competente para ejercer sus labores de TA en el puesto de trabajo.

Centro de capacitación y entrenamiento: Espacio destinado y acondicionado, con 
infraestructura adecuada para desarrollar y fundamentar, el conocimiento y las habilidades 
necesarias para el desempeño del trabajador y la aplicación de las técnicas relacionadas 
con el uso de los equipos y la configuración de sistemas de prevención y protección contra 
caídas para TA.

Certificación de competencia laboral: Documento otorgado por un organismo 
certificador con la autoridad legal para su expedición, donde se reconoce la competencia 
laboral de una persona para desempeñarse en la actividad que ejerce. Estas certificaciones 
deben cumplir con lo exigido en las normas nacionales establecidas o la que las modifique 
o sustituya.

Certificación del proceso de capacitación y entrenamiento: Documento expedido 
por el oferente de capacitación y entrenamiento al final del proceso formativo en el 
que se da constancia que una persona cursó y aprobó la capacitación y entrenamiento 
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